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DIVISIÓN DE ASESORIA Y GESTION JURÍDICA

Al  contestar refiérase 

al oficio N°  05602
3 de mayo de 2006

DAGJ-0719-2006

Licenciada

Ana Lorena Herrera Loaiza

Jefa

Departamento de Cooperación Internacional

MINISTERIO DE CULTURA, JUVENTUD Y DEPORTES

Estimada señora

No sin antes manifestar nuestra más sinceras disculpas por la dilación de la presente, damos respuesta a su memorial DCI-0206-05, mediante el cual se nos formula consulta en torno a la Resolución D-2-2004-CO, emitida por esta Contraloría General a las 9:00 horas del 12 de noviembre de 2004, denominada "DIRECTRICES GENERALES SOBRE PRINCIPIOS Y ENUNCIADOS ÉTICOS A OBSERVAR POR PARTE DE LOS JERARCAS, TITULARES SUBORDINADOS, FUNCIONARIOS DE LA CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA, AUDITORÍAS INTERNAS Y SERVIDORES PÚBLICOS EN GENERAL", específicamente en cuanto establece que los jerarcas, los titulares subordinados y los demás funcionarios públicos no deberán aceptar un emitir cartas de recomendación, haciendo uso de su cargo, en beneficio de personas o grupos específicos para procurar nombramientos ascensos hubo otros beneficios.

Tal y como lo ha señalado ya esta unidad, los lineamientos emitidos por la Contraloría General en La Gaceta 228 del lunes 22 de noviembre del 2004, podrían asimilarse como una especie de “guía de conducta o código de ética” para las actuaciones de los funcionarios públicos, de modo que éstos sepan como conducirse en forma ética, transparente, imparcial, proba, recta, cuando se está en el servicio del cargo.

Ahora bien, el numeral 1.4, aparte 16, de los citados lineamientos, se enmarca dentro de los casos de conflictos de intereses con un carácter preventivo, sobre la proscripción de que ningún funcionario público dé cartas de recomendación, haciendo uso de su cargo, para "procurar ascensos, nombramientos u otros beneficios"; lo anterior, con el objeto de evitar usos del puesto público para tareas que no le son típicas y que, por ende, podrían prestarse para intereses ajenos al público.

Siendo así, en la especie resulta importante traer a colación lo que expresa el delito de tráfico de influencias tipificado por el artículo 52 de la Ley No.8422 que en su tenor literal indica que será penado de 2 a 5 años de cárcel quien directamente o por tercero, influya en un servidor público, prevaliéndose de su cargo o de cualquiera otra situación derivada de su situación personal o jerárquica con este o con otro servidor público, ya sea real o simulada, para que haga, retarde u omita un nombramiento, adjudicación, concesión, contrato, acto o resolución propios de sus funciones, de modo que genere directa o indirectamente, un beneficio económico o ventaja indebida, para sí o para otro.

Concluyendo, se procede a transcribir lo que esta misma División señalara en oficio 2873, del 9 de marzo del 2005:

“V.-  SOBRE EL ACTUAR ETICO DE LOS FUNCIONARIOS PÚBLICOS.  Adicionalmente, como refuerzo y complemento a lo ya señalado, es interés de esta Contraloría General el resaltar las “Directrices Generales sobre principios y enunciados éticos a observar por parte los jerarcas, titulares subordinados, funcionarios de la Contraloría General de la República, Auditorías Internas y servidores públicos en general”, publicadas por este Órgano Contralor en La Gaceta No. 228 de 22 de noviembre de 2004, cuyas enunciados rectores están destinados a sanear la función pública, exaltando los principios de probidad (1.1.i), integridad (1.1.k), honestidad (1.1.l) y liderazgo (1.1.m).  En ese sentido, la directriz 1.2 relativa a objetividad e imparcialidad señala que: 

“1.Los jerarcas, titulares subordinados y demás funcionarios públicos deben ser independientes de grupos de intereses internos y externos, así como también deben ser objetivos al tomar decisiones. 2. Es esencial que los jerarcas,  titulares subordinados y demás funcionarios públicos sean independientes e imparciales en el ejercicio de su función. 3. En todas las cuestiones relacionadas con su labor, los jerarcas, los titulares subordinados y demás funcionarios públicos deben cuidar porque su independencia no se vea afectada por intereses personales o externos. Por ejemplo, la independencia podría verse afectada por las presiones o las influencias de personas internas o externas a la propia entidad para la que sirven; por los prejuicios de los jerarcas y demás funcionarios públicos acerca de las personas, la administración, los proyectos o los programas; por haber trabajado recientemente en la administración de la entidad a la cual sirven; o por relaciones personales o financieros que provoquen conflictos de lealtades o de intereses. Los jerarcas, titulares subordinados y demás funcionarios públicos están obligados a no intervenir en asuntos donde tengan algún interés personal o familiar, directa o indirectamente”. (Oficio 2873, LEV-INCOMPATIBILIDAD-019-2005, de las 10:00 horas del 9 de marzo del 2005).

Conforme a lo subrayado al final de la cita, si el tráfico de influencias además de sancionar, pretende prevenir la comisión de actos irregulares y punibles, resulta  que la injerencia de un funcionario público haciendo uso de su cargo en asuntos ajenos a los que son únicamente los suyos, sea, las funciones para las cuales se le contrató o nombró, no tendría cabida. Así, ante cada caso, el servidor público —ética y responsablemente— debe recordar que no le está permitido: “intervenir en asuntos donde tengan algún interés personal o familiar, directa o indirectamente”.

Claro está, lo anterior queda a salvo de las cartas de recomendación que todo funcionario público puede emitir, siempre y cuando no se haga en el ejercicio del cargo que ocupa. 

Siguiendo con lo señalado, resulta importante reiterar lo ya dicho por la unidad de asesoría jurídica de esa Cartera Ministerial, constante en el oficio A.J. 149-2005, en el sentido de que el punto 1.4, apartado 16 de las directrices de cita, debe de ser necesariamente interpretado en el sentido de que veda la posibilidad de que los funcionarios públicos, valiéndose del cargo que desempeñan, emitan recomendaciones que permitan la obtención de nombramientos, ascensos al igual que cualquier otra ventaja que pueda implicar para el beneficiado o para el mismo funcionario, una utilidad o provecho en su patrimonio o bien que por medio de ella, pueda mejorar o garantizar alguna situación jurídica con la que no resultaba probable contar sin la existencia de la recomendación, como por ejemplo un estado migratorio, un estado laboral, posicionamiento comercial, permisos o facilidades a cargo del estado o de sus instituciones, becas de estudio, etc.  Se concluye entonces, al igual que lo hiciera la propia unidad jurídica de ese Ministerio, que la prohibición de recomendar no se vinculan sólo con la obtención de beneficios estrictamente económicos, sino también con todo otro tipo de beneficios que puedan afectar la esfera patrimonial y no patrimonial de quien reciba la carta de recomendación.

En todo caso, no podemos dejar de lado el hecho de que en esta materia es difícil establecer reglas de alcance general más allá de las que ya contienen las directrices indicadas, sino que los casos concretos deberán de ser analizados conforme a su propia particularidad. 

Atentamente,

Lic. Manuel Martínez Sequeira

Gerente de División
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